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I. JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL FISCAL 

 
 

ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LAS NORMAS DE PRECIOS DE 
TRANSFERENCIA 

 
 

 
1.1 Sobre el ámbito de aplicación de los artículos 26 y 32-A de la Ley del 

Impuesto a la Renta, tratándose de préstamos gratuitos entre partes 
vinculadas: prueba en contrario (RTF Nro. 08044-1-2022 y 09432-9-2022) 

En el caso de autos, la Administración determinó un ajuste a la base imponible de 
las retenciones de no domiciliados, al considerar que la recurrente recibió 
préstamos de sus vinculadas no domiciliadas, los que habrían determinado 
intereses presuntos en aplicación de las normas de precios de transferencia del 
artículo 32-A de la LIR y un Impuesto a la Renta omitido.  
 
Al respecto, la recurrente sostuvo que la prueba en contrario de la renta presunta 
por intereses, también es aplicable cuando el préstamo se realiza entre partes 
vinculadas, por lo siguiente: el supuesto de renta (presunta) está previsto en el 
artículo 26 y no en el artículo 32-A de la Ley del Impuesto a la Renta, pues esta 
última norma es solamente una regla de valoración. En ese sentido, primero debe 
identificarse una renta (cierta, presunta o ficta) para posteriormente proceder a su 
mensuración con las reglas previstas en el artículo 32 y 32-A de la Ley del 
Impuesto a la Renta. Tratándose de préstamos gratuitos (entre partes 
independientes o vinculadas) la existencia de una renta por intereses se encuentra 
prevista en el artículo 26 de la LIR, no en el artículo 32, toda vez que si no se 
aplica la presunción de intereses del artículo 26 no podría existir renta alguna (ficta 
o presunta) que pueda someterse a las reglas de valoración previstas en el artículo 
32-A. Así, cuando el último párrafo del artículo 26 de la LIR establece que “cuando 
se trate de las transacciones previstas en el numeral 4 del artículo 26” está 
aludiendo necesariamente a que la «valoración» o «cuantificación» del interés 
presunto se realice según las reglas de precios de transferencia, pero no a la 
aplicación de la prueba en contrario que está relacionada con la existencia (o no) 
de la renta a cuantificar.  
 
En base a lo anterior, al ser aplicable el artículo 26 de la LIR en primer lugar, 
correspondía admitir la prueba en contrario de los intereses, constituida por los 
libros contables de la deudora que fueron exhibidos y que demostraron que no 
hubo registro de intereses por pagar.  
 
Al respecto, el Tribunal Fiscal concluyó que la renta imputada constituida por los 
intereses de préstamos gratuitos otorgados por personas no domiciliadas en las 
que intervienen partes vinculadas se encuentra expresamente recogida en los 
artículos 32 y 32-A de la Ley del Impuesto a la Renta. 
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En ese sentido, concluyó que en el caso de préstamos de dinero entre partes 
vinculadas no es de aplicación lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 26 de 
la Ley del Impuesto a la Renta, esto es, la prueba en contra de dicha presunción, 
ni la determinación del interés presunto aplicable, entre otros aspectos, sino las 
normas sobre precios de transferencia contempladas en el numeral 4 del artículo 
32 y en el artículo 32-A de la misma Ley, a fin de determinar el valor de mercado 
de tales operaciones. 
 
En términos similares, el Tribunal Fiscal se ha pronunciado en la RTF Nro. 09432-
9-2022. 

 
1.2 RTF Nro. 08044-1-2022 de fecha 4 de noviembre de 2022 – transacción 

valorizable: ¿préstamo o aporte de capital?: provisión de fondos para futura 
capitalización- prueba 

 
Parte de la controversia analizada por el Tribunal Fiscal consistió en verificar si las 
transferencias de fondos efectuadas por las empresas vinculadas no domiciliadas 
a la recurrente constituían préstamos o aportes de capital. 
 
Al respecto, la recurrente señaló que se debía analizar la real naturaleza económica 
de la operación analizada, la cual se sustenta en la situación económica, financiera 
y societaria de la compañía en los años en que se efectuaron los desembolsos y en 
la forma en que se manejan las empresas mineras en explotación. Así, argumentó 
que, de conformidad con el artículo 15 del Reglamento de la Ley del Impuesto a la 
Renta, no se considera préstamo, entre otros, la provisión de fondos para su 
aplicación efectiva a un fin, supuesto que ha ocurrido en el caso de autos, pues la 
asignación de fondos de sus vinculadas no domiciliadas se realizó con el fin de 
constituir aportes de capital, que serían regularizados posteriormente mediante un 
aumento de capital en ella, respecto de los cuales no existe obligación de devolver. 
 
Asimismo, argumentó que, en los años en que las referidas empresas efectuaron 
los desembolsos ella se encontraba en una situación de pérdida (patrimonio 
negativo), que constituía una causal de disolución, por lo que en aplicación del 
artículo 425 de la Ley General de Sociedades, los socios se encontraban en la 
obligación de efectuar los aportes necesarios para la ejecución de su objeto social, 
siendo claro que la provisión de fondos no pudo haber tenido una finalidad distinta 
a la de aumentar su capital social y dejar sin efecto la causal de disolución en la 
que se encontraba, toda vez que entender la entrega como préstamo hubiera 
agravado la situación irregular en que se encontraba. 
 
El Tribunal Fiscal señaló que en el caso del mutuo existe una entrega de dinero, u 
otros bienes consumibles, condicionada a su devolución; en cambio, en el aporte, 
existe un crédito a favor de la sociedad a partir del compromiso del socio de suscribir 
acciones, sin otra contraprestación que el reconocimiento del estatus de socio. 
 
En el caso de autos, el Tribunal Fiscal, en línea con la SUNAT, concluyó que del 
análisis de la documentación (estados financieros, balance de comprobación, 
declaración jurada del impuesto a la renta, acta de capitalización de créditos, 
escritos presentados en fiscalizaciones previas, actas de junta general de 
accionistas aprobando los estados financieros), los desembolsos de dinero 
recibidos por la recurrente de sus empresas vinculadas recibieron el 
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tratamiento de préstamos, en tanto existió la obligación de devolverlos, siendo 
que tal condición se mantuvo subsistente en el ejercicio materia de fiscalización, 
conforme fue contabilizado, declarado y reconocido de forma expresa por la 
recurrente y por las mencionadas empresas vinculadas. En ese sentido, consideró 
tener por acreditada, por parte de la Administración, la existencia de la obligación 
de devolver los préstamos bajo análisis, conforme a lo señalado por diversa 
jurisprudencia de este Tribunal Fiscal. 
 

1.3  RTF Nro. 08044-1-2022 de fecha 4 de noviembre de 2022 – Transacción 
valorizable: Sobre si las facturas por pagar y las provisiones por servicios por 
pagar califican como un mutuo dinerario 

 
En el caso analizado, la Administración consideró que las facturas por pagar por 
concepto de prestación de servicios y la provisión por servicios por pagar a 
vinculadas no domiciliadas calificaban como “préstamos implícitos” que debían 
generar intereses presuntos en aplicación de las normas de precios de 
transferencia. Por su parte, la recurrente argumentó que dichos conceptos no 
calificaban como préstamos dinerarios y que la figura de los préstamos implícitos 
que no existe en la legislación del Impuesto a la Renta 
 
Al respecto, el Tribunal Fiscal concluyó, respecto a las facturas por pagar, que dado 
que por la descripción de la operación se trataría del pago efectuado por la parte 
vinculada a nombre de la recurrente por concepto de servicios, se establece que 
aun cuando pudiera entenderse que existe, en ese «pago efectuado por cuenta de» 
un servicio de financiamiento, no tiene las mismas características de un mutuo de 
dinero, por lo que no correspondía otorgarle el mismo tratamiento de precios de 
transferencia que a los préstamos recibidos de la citada empresa vinculada, 
aplicándole las tasas de interés para dicho tipo de operaciones, sino, en todo caso, 
evaluar dicha transacción (servicio recibido pendiente de pago) a la luz de las 
citadas normas de precios de transferencia en comparación con operaciones 
similares y en iguales condiciones, lo que no fue efectuado por la Administración.  
 
De igual forma, respecto a la provisión por el pago de un servicio, el Tribunal Fiscal 
concluyó que aun cuando pudiera entenderse que existe, en ese «pago pendiente» 
un servicio de financiamiento, no tiene las mismas características de un mutuo de 
dinero. 

 
 

ANÁLISIS DE COMPARABILIDAD 

 
 
1.4 Sobre el análisis de comparabilidad en operaciones financieras (RTF Nro. 

08044-1-2022) 

 
La SUNAT efectuó un ajuste a la base imponible de las retenciones de no 
domiciliados de diciembre 2015, al considerar que la recurrente había recibido 
préstamos gratuitos de sus vinculadas no domiciliadas. Para determinar el valor 
de mercado asignado a las tasas de interés, la SUNAT aplicó directamente el 
artículo 32-A de la LIR y utilizó el método del precio comparable no controlado, 
que se basa en el precio pactado con o entre partes independientes en 
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transacciones comparables. Así, la SUNAT elaboró un rango de precios 
correspondientes a las tasas de interés pactadas en operaciones de préstamos 
entre terceros, utilizando como comparables las tasa activas anuales promedios 
de las operaciones en moneda nacional del sistema financiero nacional de bancos 
y financieras. 
  
Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló que la aplicación del método del precio 
comparable no controlado implica la comparación de las tasas de interés de 
operaciones de préstamos realizados en condiciones iguales o similares a las 
operaciones de préstamo analizadas, para lo cual se requiere evaluar las 
características de las operaciones, las funciones o actividades económicas, 
los términos contractuales, las circunstancias económicas o de mercado, 
los montos de los préstamos, la existencia o no de garantías, la solvencia y 
la calificación crediticia del sujeto deudor, entre otras circunstancias que 
influyen en la determinación de las tasas de interés. Asimismo, reiteró que serán 
transacciones comparables, cuando se hayan llevado a cabo en condiciones 
iguales o similares a la transacción a analizar, por lo que las diferencias que 
existan entre las operaciones objeto de comparación no pueden afectar 
materialmente el precio, y en caso existan, deberán poder ser eliminadas a través 
de ajustes. 
  
En el caso de autos, el Tribunal se pronunció sobre el análisis de las 
características de las transacciones financieras del numeral 1 del artículo 110 del 
Reglamento de la LIR: 
 
• Que la Administración no seleccionó transacciones financieras de montos 

similares a los realizados por la recurrente y los prestamistas, limitándose a 
presentar la suma de todos los créditos otorgados por las entidades bancarias 
a todas las medianas empresas a diciembre de 2015, no habiéndose realizado 
un análisis de la tasa de interés aplicable a empresas que hayan solicitado 
financiamiento por montos equivalentes a los que fueron objeto de préstamos 
por parte de las empresas vinculadas.  

• Que la Administración no analizó qué entidades del sistema financiero peruano 
contaban con fondos suficientes para efectuar un préstamo por un monto 
similar al contribuyente o qué empresas comparables a esta hubiesen optado 
por solicitar un crédito revolvente o comercial de bancos locales. 

• Que deben seleccionarse las tasas de interés correspondientes a préstamos 
garantizados y no garantizados, considerando para ello las características de 
las operaciones realizadas entre la recurrente y sus empresas vinculadas. 

• Que la Administración no ha seleccionado transacciones financieras en las que 
las empresas deudoras tenga un nivel de solvencia similar al de la recurrente, 
el cual pudo obtenerse a partir del análisis de su activos corrientes y no 
corrientes.  

• Que la base de datos utilizada por la Administración no toma en cuenta la 
calificación de riesgo de la recurrente ni de las prestamistas.  

 
Asimismo, el Tribunal Fiscal concluyó que la Administración no tomó en cuenta 
elementos tales como las funciones o actividades económicas de las partes 
involucradas en la operación (esto es, que los mutuantes no eran empresas 
dedicadas a la colocación de créditos). Por ello, a efecto de establecer una 
transacción comparable, era menester que la Administración ubicara a otros 
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mutuantes que tuvieran como características ser empresas no dedicadas a la 
colocación de créditos y entre ellas a las que hubieran otorgado créditos a sus 
vinculadas o, de utilizar como parámetro de referencia a entidades bancarias, 
proceder a eliminar las diferencias entre las características de tales sujetos que 
puedan afectar materialmente el monto de las contraprestaciones, eliminando 
dichas diferencias a través de ajustes razonables. 
 
Por lo expuesto, el Tribunal Fiscal concluyó que la Administración no realizó un 
análisis adecuado de ciertos elementos de las operaciones analizadas que 
resultan relevantes a efectos de establecer una transacción financiera comparable 
y que pueden tener impacto en la fijación de la tasa de interés a cobrarse, como 
son el monto del principal, las garantías, la solvencia del deudor y la calificación 
del riesgo, elementos considerados por el inciso d) del artículo 32-A de la Ley del 
Impuesto a la Renta y el inciso a) del numeral 1 del artículo 110 del reglamento de 
la citada ley. En consecuencia, dejó sin efecto el reparo. 
 

1.5 Sobre el análisis de comparabilidad en la importación de productos 
agrícolas (fijación de precios en base a contratos de futuros y aplicación de 
procedimiento similar al Sexto método (RTF Nro. 00962-3-2022) 
 

En el caso analizado el modelo de negocio de la recurrente consistía en la 
adquisición de diversos “commodities” (granos) a su matriz ATSL, para luego 
venderlos a mayoristas, obteniendo un margen de ganancia. Para ello, suscribió 
contratos identificados como “Price to be fixed” en una fecha, y determinó el precio 
en un segundo momento, el cual estaba conformado por los siguientes 
componentes: una prima constituida por un precio fijo establecido por las partes y 
por un monto constituido por la referencia de contratos futuros según los datos 
publicados por los mercados reconocidos. 
 

Por su parte, la SUNAT aplicó el método del PCNC en su versión externa y 
determinó los rangos de los precios ajustados mediante la aplicación del método 
intercuartil de todas las importaciones efectuadas por la recurrente con incidencia 
en los resultados del ejercicio 2007 (periodo fiscalizado), considerando para la 
elaboración del rango todas las cotizaciones que tuvieron lugar desde la fecha 
de fijación de los términos y condiciones de la venta (primer momento), 
hasta la fecha en que se fijó el precio del commodity (segundo momento). 
 

Por el contrario, la recurrente argumentó que la Administración podía establecer 
la fecha exacta en la que se fijó el precio de los commodities, y, por tanto, los 
precios mínimos y máximos que correspondían a dicha fecha entre terceros no 
vinculados que debieron ser considerados para evaluar el valor de sus 
importaciones. Por tanto, no debió comparar los precios de las operaciones 
observadas con los que pudieran haberse fijado entre el primer y segundo 
momento, pues ello no era acorde con el criterio de comparabilidad, según el cual, 
debían tomarse los elementos o circunstancias que reflejen en mayor medida la 
realidad económica de las transacciones, considerando las características de 
estas y las circunstancias económicas y de mercado, lo que en el caso de las 
operaciones de commodities, implicaba tener en cuenta la fecha de fijación del 
precio, y no otros periodos distintos. 
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El Tribunal Fiscal señaló que los términos y condiciones acordadas por la 
recurrente con su vinculada, guardan coherencia y similitud con los contratos 
usualmente celebrados entre partes independientes para la adquisición de 
commodities agrícolas, en los cuales, en un determinado momento se acuerdan 
las condiciones de venta de los productos respecto a cantidades, fecha de entrega 
y calidad, entre otros, y que en una fecha posterior, se fija el precio de los 
productos tomando como referencia la cotización publicada en el mercado de 
futuros a dicha fecha, de manera que se separa la decisión de obtención del 
producto físico, asegurando la provisión de este, de la decisión financiera de 
fijación del precio; lo que implica que las partes asumen el riesgo de fijar el precio 
de la operación de venta por referencia a la cotización de los commodities en una 
fecha posterior a la fecha en que se acordaron las condiciones de venta, y por 
ende, que el precio pueda variar (mayor o menor) debido a la volatilidad del precio 
de cotización. 
 
Agrega que considerando las características de las operaciones de venta de 
commodities cuyos precios se determinan en referencia a su cotización publicada 
en una fecha específica, se puede concluir que bajo la aplicación del método del 
PCNC, la fecha de cotización del mercado de futuros fijada contractualmente por 
las partes para la determinación del precio de las operaciones de importación, es 
una característica que afecta de forma material el precio de dichas 
operaciones, puesto que refleja el contexto económico y los riesgos 
asumidos entre las partes, como el riesgo de mercado debido a la volatilidad 
de precios , y el riesgo de costos, ya que la recurrente no celebrada 
instrumentos financieros derivados de cobertura que la protegieran de la 
fluctuación de los precios, de manera que la variación en la cotización 
tendría un impacto significativo en el margen de ganancia de la recurrente.  
 
Por lo expuesto, concluye que dado que el acuerdo contractual en que se soporta 
la elección de la fecha de cotización no ha sido cuestionado como reflejo de la real 
conducta de las partes en la caracterización de las operaciones vinculadas, la 
Administración no podía rechazar dicha fecha debido a que partes independientes 
tuvieron a disposición otras cotizaciones publicadas entre la fecha del contrato y 
la fecha de fijación de precio; y en tal sentido, al prescindir de dicha 
característica que determina los riesgos (de mercado y de costos) y las 
circunstancias económicas (por la volatilidad del precio entre una y otra 
fecha) que dicha elección conlleva, los cuales tienen incidencia material en 
el precio de las operaciones objeto de comparación, conforme a la 
naturaleza de dichas operaciones cuando son celebradas entre 
independientes, se determina que la Administración no ha realizado un 
correcto análisis de comparabilidad.  
 
Respecto al argumento de la Administración que la posibilidad que la elección de 
una fecha de cotización por parte de la recurrente y su vinculada, responde a un 
esquema elusivo de manipulación de precios, inclusive en periodos en los que la 
cotización va al alza, el Tribunal Fiscal señala que no es un aspecto que las 
normas de precios de transferencia aplicables en el periodo fiscalizado (2007) 
hubieran establecido. Muestra de ello es que recién mediante el Decreto 
Legislativo 1120 (vigente desde el 2013) se introdujo en el inciso e) del artículo 
32-A de la LIR un tratamiento tributario especial aplicable a operaciones de 
importación o exportación de bienes agrarios cuyo precio se determine conocido 
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como el “sexto método”, cuya aplicación implica prescindir de la verificación 
material de los términos contractuales sobre la fijación de la fecha de cotización.  
 
Se levanta el reparo al no haberse realizado un correcto análisis de 
comparabilidad.  
 

1.6 Sobre el análisis de comparabilidad en la exportación de mineral (zinc 

refinado): desconocimiento de ajustes al precio por descuentos -riesgo de 

cobranza y volatilidad (RTF Nro. 03658-3-2021) 

 

En el caso analizado, la recurrente comercializaba sus productos (zinc refinado) a 
distintos países a través de su vinculada domiciliada en Austria, la cual es una 
compañía comercializadora (trading). El precio de venta a su vinculada se 
determinaba en función a 4 factores: i) cotización de referencia, ii) periodo de 
cotización, iii) premio y iv) descuento (prima de riesgo). El premio se adiciona al 
precio base (London Metal Exchange) y se determina tomando diferentes factores 
externos relacionados al mercado de destino, tamaño de mercado, riesgo país, 
momento y volumen de producto. El descuento por prima está compuesto de dos 
elementos: i) riesgo de volatilidad de precios, equivalente al 4.93% del precio (LME 
+ premio) y ii) el riesgo de crédito o incobrabilidad, equivalente al 3.5% del precio 
(LME + premio), asociado a la capacidad crediticia de los clientes finales. 
 

Sobre el descuento por riesgo de cobranza del 3.5% la SUNAT señaló que la 
recurrente no se vio expuesta a un riesgo de cobranza con sus exportaciones 
realizadas directamente con los clientes finales, pues estos no incumplieron con 
el pago durante 2009-2011; que durante el 2012 las ventas se comercializaron a 
través de la vinculada aunque su cartera de clientes se concentró en los mismos 
países de destino que en años anteriores, siendo incluso los mismos clientes 
finales; que no se acreditó que la vinculada asumiera el riesgo crediticio; que la 
recurrente cuenta con área comercial y de ventas; que no procedía efectuar 
descuento asociado a “potenciales nuevas operaciones” toda vez que ningún 
tercero independiente habría accedido a tal descuento si no tenía dicho riesgo. 
Por ello, SUNAT desconoce el descuento del 3.5%. 
 

Respecto al descuento por riesgo de volatilidad del 4.93%, SUNAT señala que 
se evidencia una triangulación de sus operaciones (a partir de la intervención de 
la vinculada en Austria), que la mayoría de las ventas a clientes finales 
independientes se pactó al mismo valor de cotización que el valor facturado a su 
vinculada, por lo que el riesgo de incobrabilidad es inexistente. Agrega que en los 
casos en que el valor de cotización no coincide, el referido riesgo no habría 
afectado a la recurrente de haber realizado directamente las operaciones toda vez 
que sus ventas están coberturadas con IFDs. Por ello, la SUNAT determinó que 
el riesgo de volatibilidad fue artificiosamente trasladado mediante el contrato con 
su vinculada para otorgarle un descuento del 4.93% a pesar de que fue la 
recurrente quien asumió dicho riesgo. Por ello, SUNAT desconoció el descuento 
del 4.93%. 
 
Para desconocer el descuento, SUNAT utilizó el método del PCNC con 
comparables internos, esto es, empresas locales a las cuales el contribuyente les 
vendía zinc refinado con las cuales no se acordó ningún descuento por prima de 
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riesgo. Además, SUNAT señaló que el precio de venta no correspondía a las 
funciones desempeñadas dado los niveles de riesgo asumidos, por lo que el 
descuento negociado con la vinculada se encontraba por encima del rango 
intercuartil de mercado y debía realizarse un ajuste llevando dicho concepto a la 
mediana de 0%. 
 
La recurrente coincidió en que el PCNC era el método más adecuado; sin 
embargo, contradijo los fundamentos de SUNAT al considerar que su vinculada 
asumía riesgos de volatilidad y crediticio dentro de la cadena de comercialización, 
bajo su función de trader. Adicionalmente señaló que la SUNAT utilizó 
equivocadamente como comparables internos a empresas que operan (volumen 
de venta) en un nivel distinto al de su vinculada; que la SUNAT no tomó en cuenta 
factores como las características de las operaciones, funciones o actividades 
económicas (activos y riesgos) de cada una de las partes involucradas, términos 
contractuales, circunstancias económicas o de mercado y las estrategias de 
negocios.  
 
El Tribunal Fiscal concluyó que aun cuando la SUNAT considere que las funciones 
desarrolladas por la compradora vinculada y los comparables internos son 
similares, pues sus clientes compartían ubicación geográfica, dimensión, grado de 
desarrollo económico y nivel de competencia; no tiene en cuenta que, mientras la 
primera actuaba como parte de la cadena de comercialización del refinado, al ser 
una intermediaria que realiza actividades de compra y venta a diferentes clientes 
internacionales, las otras dos empresas que utiliza como comparables internas 
califican como consumidoras finales de la recurrente. Además, señala que la 
SUNAT tampoco ha evaluado que mientras la vinculada no domiciliada le 
compraba refinado de zinc a la recurrente para redistribuir en el exterior, 
asumiendo riesgos propios por su rol en dicha cadena de comercialización; las 
comparables internas seleccionadas por SUNAT compraban para su consumo, 
siendo imposible que en su posición asumieran riesgos semejantes a los que sí le 
podría haber transferido a la vinculada, como parte de la cadena de 
comercialización. Por tanto, concluye que SUNAT no ha efectuado un correcto 
análisis de comparabilidad, es decir, una debida comparación de las operaciones 
bajo examen con una transacción realizada entre independientes en condiciones 
iguales o similares. 
 

1.7 Sobre el análisis de comparabilidad en la selección de comparables externas 

bajo el método del MNT (con líneas de negocio diversa, información no 

segmentada) (RTF Nro. 3578-9-2021)   

 

En el caso analizado, la recurrente se dedicaba a la manufactura de productos 
alimenticios, los cuales vendió a su vinculada en Panamá. Para verificar el 
cumplimiento de los precios de transferencia aplicó el método del MNT con 
comparables externos. Al respecto, la SUNAT consideró que existían diferencias 
significativas entre la recurrente y las comparables propuestas por la recurrente, 
que afectaban la comparación de sus márgenes de utilidad, habiendo encontrado 
posibles inconsistencias en las características de los productos o servicios y el 
análisis funcional (activos utilizados y riesgos asumidos). Agregó que no era 
posible que tales diferencias sean materia de ajustes de comparabilidad debido a 
que la información proporcionada por la recurrente y la información de acceso 
público no brindan datos fiables para realizar tal procedimiento.  
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La recurrente argumentó que la Administración no había demostrado que las 
diferencias existentes entre ella y las comparables observadas afectaban la 
comparabilidad de los márgenes de utilidad, pues solo indicó dichas diferencias 
(producto y mercado geográfico), concluyendo sin mayor sustento, y a partir de 
una presunción, que la sola existencia de tales diferencias inhabilitaría la 
comparabilidad, cuando de acuerdo a las Guías OCDE, en el MMNT, en el 
supuesto que pudiesen registrarse diferencias a nivel de productos o inclusive 
funciones, los resultados se distorsionan menos que para otros métodos, dado 
que potenciales diferencias no afectarían sus resultados.  
 
El Tribunal Fiscal concluyó que la recurrente es una empresa que adquiere o 
compra su materia prima de los mismos productores agrícolas, mientras que 
respecto a la comparable observada no se tiene certeza en cuanto a su proceso 
de compra de materia prima, siendo que al tener diversas líneas de productos, 
entre ellos, alimentos cárnicos, dulces y bebidas gasificadas y/o energizantes, es 
probable que esta, y además otras funciones relacionadas a la fabricación y/o 
manufactura de tales productos, no sean similares a las de la recurrente, 
debiéndose anotar al respecto que estas observaciones le fueron comunicadas a 
la recurrente en la fiscalización, no obstante, de los fundamentos de la recurrente, 
se deduce que aquella se ha limitado a minimizar la incidencia de las 
características de los productos, justificando que dicho factor no ha sido 
considerado en su ETPT, debido a que los reportes anuales de la comparable 
observada no mostraban la información financiera segmentada ni hacían 
distinción en cuanto al proceso de producción de cada línea de productos, así 
como trasladándole la carga de la prueba a la Administración respecto a la 
comparabilidad de la compañía que ella misma había propuesto como comparable 
en su ETPT. 
 
Agrega que en caso de no disponerse de datos fiables para efectuar el análisis de 
comparabilidad y/o para aplicar ajustes razonables de comparabilidad, la 
“comparable” potencial debió eliminarse, en tanto que las diferencias identificadas 
tendrían incidencia material en los márgenes de utilidad, máxime si según el 
párrafo 3.33 de las Directrices OCDE, en la utilización de bases de datos 
internacionales no debe primar la cantidad sobre la calidad, y por tanto, no 
resultaba suficiente limitarse al contenido en la descripción de la actividad que 
arroja la citada base de datos, debiendo verificar y contrastar dicha descripción 
con información complementaria.  
 
Por lo expuesto, el Tribunal Fiscal concluyó que la recurrente no efectuó un 
correcto análisis de comparabilidad respecto a la comparable descartada por la 
SUNAT, resultando correcto que SUNAT la haya rechazado.  
 

1.8 No se puede descartar comparable interno para favorecer el uso exclusivo 

de comparables externos – uso de base de datos vs. otra información 

pública pertinente (RTF Nro. 09106-3-2022)   

 
En el caso de autos, la transacción observada se analizó individualmente teniendo 
como parte examinada a la propia recurrente, a través de sus estados financieros 
segmentados, comparando el resultado obtenido en la venta de concentrados a 
su vinculada durante el 2009, con el resultado de la venta de concentrados a su 
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cliente independiente durante el mismo periodo, seleccionando el método del MNT 
y el indicador de rentabilidad Costo Incrementado Neto (CAN).  

 
La SUNAT observó el valor de mercado de la transacción al considerar que la 
recurrente no acreditó la correcta aplicación del MMNT en su versión interna, pues 
detectó diferencias que habrían tenido incidencia en el margen de rentabilidad 
(vinculados a términos contractuales y circunstancias económicas), las mismas 
que no fueron sujeto de ajustes. Para la SUNAT debían utilizarse comparables 
externos sin efectuar ajustes de exactitud en la medida que no se proporcionó 
información financiera de las cuentas por cobrar, cuentas por pagar e inventarios; 
se tenía que utilizar como periodo analizado la información financiera de la 
recurrente en el año bajo análisis (2009) y compararlo con el resultado promedio 
de tres años (2007 a 2009) de las comparables externas; resultaba correcto que 
el análisis de precios de transferencia se efectuara con la información financiera 
de la recurrente presentada en moneda nacional, pues si bien las operaciones se 
realizaban en dólares, debían registrarse en moneda nacional; y, que sin perjuicio 
del desconocimiento tributario del gasto por comisión mercantil por falta de 
fehaciencia y causalidad, era conforme a derecho que este mismo sea reconocido 
como tal al realizar el ajuste de precios de transferencia en la medida que fue 
contabilizado.   
 
Al respecto, el Tribunal concluyó que la Administración no solo no fundamentó 
adecuadamente los motivos por los cuales descartó a la comparable interna 
utilizada por la recurrente en su ETPT, ya que en ningún momento expuso cómo 
las diferencias encontradas incidían en los márgenes de utilidad obtenidos en las 
ventas a su parte vinculada, sino que además, a fin de seleccionar a las 
comparables externas utilizó la base de datos Osiris, pero no efectuó un análisis 
funcional que tenga en cuenta las funciones y activos de tales empresas, así como 
los riesgos en que incurrían cada una de ellas, en comparación con la recurrente 
y su vinculada, ni se aprecia que haya recurrido a otras fuentes adicionales 
fiables (como información de las páginas web o de sus estados financieros 
públicos), de modo que su proceso de selección no se resuma en una búsqueda 
de comparables en una base de datos y posterior descarte según criterios 
genéricos y que no exponen un correcto análisis funcional de su parte, tal como 
se describe en los pasos 3, 4, 5 y 7 del proceso “tipo” expuesto en las Directrices 
de la OCDE. 
 
Agrega que tratándose de información obtenida de una base de datos 
internacional, no resultaba suficiente limitarse al contenido en la descripción de la 
actividad que arroja la misma herramienta, sino que se debió verificar y contrastar 
dicha descripción con la información complementaria de calidad sobre los 
aspectos que pudieran incidir en los márgenes de utilidad de las empresas 
comparables bajo el método del MNT, la cual es pública y está disponible en 
portales web de las citadas empresas; teniendo en cuenta que en caso de que no 
se contara con información de calidad, según el método de valoración elegido, 
estas debieron ser descartadas. 
 
El Tribunal Fiscal concluyó que la Administración no efectuó un correcto análisis 
de comparabilidad, por lo que levantó el reparo. 
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1.9 No se puede descartar comparable por el solo hecho de tener pérdidas (RTF 

Nro. 02387-1-2023) 

En el caso de autos la Administración efectuó un ajuste de precios de transferencia 
a las operaciones de compra de mercadería y repuestos a empresas vinculadas, 
en aplicación del artículo 32-A de la LIR. Ello, debido a que en su opinión la 
recurrente no actuó como un simple distribuidor, ya que además realizó funciones 
intensivas y particulares de marketing y publicidad para los productos que 
comercializa, por lo que la Administración consideró apropiado efectuar el análisis 
de las operaciones observadas con el método del margen neto transaccional, 
descartando el método del precio de reventa que utilizó la recurrente, 
argumentando que dicho método no recoge la incidencia de las precitadas 
funciones que permiten determinar el margen de rentabilidad de la recurrente en 
su negocio de distribución. Asimismo, la SUNAT excluyó a 3 de las 10 empresas 
comparables usadas por la recurrente debido a que, en su opinión, presentaban 
“circunstancias particulares de negocio”. 
 
El Tribunal Fiscal concluyó que la Administración no había sustentado las 
«circunstancias particulares de negocio» que afectaron la comparabilidad de las 3 
empresas elegidas por la recurrente como comparables, con las funciones, activos 
y riesgos de la recurrente; enfatizando que no resultaba aceptable que una 
empresa independiente potencialmente comparable con las operaciones 
observadas sea descartada por la sola consideración de haber incurrido en 
pérdida en el ejercicio analizado.  
 
En ese sentido, al no haberse efectuado un correcto análisis de comparabilidad 
para efectos de descartar a 3 de las 10 empresas independientes seleccionadas 
como comparables por la recurrente, el Tribunal concluyó que no podía validar el 
rango intercuartil elaborado por la Administración con la información financiera de 
las restantes empresas independientes. 

 
1.10 Sobre ajustes de comparabilidad por “hechos extraordinarios” en el marco 

del método del MNT: ingreso a un nuevo giro de negocio, falta de 
conocimiento y experiencia (RTF Nro. 06641-3-2022) 
 
En el caso analizado, durante el ejercicio 2012, la recurrente adquirió productos 
farmacéuticos importados de empresas vinculadas, siendo que, en abril de 2011 
la recurrente cambió de giro de una prestadora de servicios de promoción a una 
distribuidora de los referidos productos.  
 
Al respecto, la SUNAT inició una fiscalización parcial, en la cual coincidió con el 
Estudio de Precios de Transferencia (EPT) presentado por la recurrente respecto 
a la utilización del método del margen neto transaccional (MNT) con el indicador 
de margen operativo (MO) y las empresa comparables propuestas, así aceptó el 
rango intercuartil ponderado, sin embargo formuló un reparo de precios de 
transferencia centrando sus observaciones parciales sobre los ajustes de 
comparabilidad realizados por el ETP a nivel de gastos operativos por un 
sobredimensionamiento de dichos gastos.  
 
Entre las observaciones de la SUNAT se encuentra principalmente lo siguiente: 
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(i) No era un hecho habilitante para el ajuste de comparabilidad las menores 
ventas efectuadas en el 2012 en comparación con los ingresos 
proyectados para dicho periodo, debido a que la recurrente no demostró 
tales proyecciones ni la oportunidad de su elaboración. 

(ii) No eran hechos excepcionales y extraordinarios que justifican ajustes de 
comparabilidad en gastos operativos los problemas por corte de suministro 
de productos farmacéuticos, problemas diversos de calidad, problemas 
regulatorios y los gastos en mejorar los sistemas informáticos, toda vez 
que tales circunstancias son riesgos normales en el giro de distribución de 
productos farmacéuticos. 

 
Por su parte, la recurrente alegó que el resultado operativo negativo obtenido en 
el 2012 no se debió una situación normal del negocio, sino que fue consecuencia 
de hechos excepcionales que impactaron en un sobredimensionamiento de su 
nivel de gastos operativos, por lo que consideró necesario realizar un ajuste de 
comparabilidad sobre los gastos operativos a fin de igual los importes reales al 
nivel de los proyectados. Así, argumentó que debía tomarse en cuenta su falta de 
conocimiento y experiencia en el modelo de negocio aplicado para el 2012, 
adoptado a partir de abril de 2011, y que tuvo como consecuencia problemas de 
diversa índole, tales como regulatorios, que impedía la comercialización de sus 
productos. 
 
Con relación al sustento de las proyecciones que permitieran la utilización de 
ajustes de comparabilidad, el Tribunal Fiscal consideró que, si bien la SUNAT 
verificó que, en un ciclo de negocio de 3 años (2011 a 2013), todos los años se 
generó desfase entre lo proyectado y lo real que ameritaría un ajuste, dicha 
entidad no tuvo en cuenta en su análisis que justamente en los años 2011, 2012 
y 2013 fueron los primeros “luego del cambio de modelo de negocio, a pesar que 
se tomó como referencia escritos de la recurrente en los que ella explicaba que 
ese fue uno de los motivos principales por los que los ingresos reales no estaban 
superando los proyectados”. 
 
Por otro lado, respecto a los hechos excepcionales, tales como los problemas por 
corte de suministro de productos farmacéuticos, problemas diversos de calidad, 
problemas regulatorios y los gastos en mejorar los sistemas informáticos, que 
incidieron de manera negativa en los resultados del año 2012, el Tribunal Fiscal 
señaló que la SUNAT no evaluó “de forma conjunta la falta de conocimiento y 
experiencia por el cambio de modelo de negocio desde abril de 2011” a pesar de 
que “la recurrente en reiteradas oportunidades expresó que ello constituía una 
variable importante, sobre todo, en cuanto problemas regulatorios, pues ello le 
ocasionaba problemas en la comercialización de diversos productos.” 
 
Precisa que, así como la SUNAT terminó aceptando un ajuste de comparabilidad 
vinculados a gastos por despido de personal y contratación de nuevo personal, 
que en principio serían rutinarios para la Administración, porque consideró que 
tales gastos se debieron a que hubo un cambio de modelo de negocio en 2011, 
por congruencia, dicha entidad debió aplicar la misma lógica a los demás hechos 
excepcionales alegado por la recurrente (los problemas por corte de suministro de 
productos farmacéuticos, problemas diversos de calidad, problemas regulatorios 
y los gastos en mejorar los sistemas informáticos). 
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Finalmente, el Tribunal Fiscal indica que, de acuerdo con su jurisprudencia, recae 
en la Administración la carga de la prueba en el caso de observaciones que 
cuestionan que las operaciones se hayan realizado al valor de mercado, por lo 
que deberá sustentar el reparo oponiendo un valor de mercado que haya sido 
determinado por la SUNAT “teniendo en cuenta las condiciones particulares en 
que se ha desarrollado la transacción objeto de comparación”. 
 
Por tanto, el Tribunal Fiscal levantó el reparo por no encontrarse debidamente 
sustentado. 

 

SOBRE LOS MÉTODOS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA 

 
 

1.11 Sobre el uso de información financiera en moneda funcional (RTF Nro. 
01428-1-2023) 
 
En el caso materia de controversia, la SUNAT aplicó el método del MNT con el 
indicador de rentabilidad “margen de utilidad sobre costos y gastos totales”, para 
lo cual utilizó la información segmentada de la recurrente expresada en moneda 
nacional, según lo informado en la declaración jurada anual del Impuesto a la 
Renta y los libros y registros contables, desestimando la información financiera 
segmentada expresada en su moneda funcional (dólar) que presentó la recurrente 
en el reporte local y los estados financieros auditados.  
 
La recurrente argumentó que la información financiera expresada en su moneda 
funcional es la que refleja la realidad económica de la operación toda vez que es 
la moneda del entorno económico principal en el que opera una empresa. Para 
sustentar que el dólar era su moneda funcional presentó contratos de venta de 
concentrado de mineral, facturas de compra y de venta, estados financieros 
auditados.  
 
Agregó que el numeral 4 del artículo 87 del Código Tributario invocado por SUNAT 
no hace mención a la moneda que se debe utilizar para la aplicación del MMNT, 
sino que establece que la obligación de determinar y pagar las obligaciones 
tributarias es en moneda nacional, finalidad que es distinta a la de las normas de 
precios de transferencia, cual es la de determinar el valor de mercado de las 
transacciones para fines del Impuesto a la Renta.  
 
Por su parte, la SUNAT indicó que si bien la NIC 21 plantea el uso de la moneda 
funcional, no impide que se utilice otras monedas para la presentación de los 
estados financieros, atendiendo a la normativa de la jurisdicción de cada empresa, 
siendo que en el caso de Perú, según el numeral 4 del artículo 87 del Código 
Tributario, todas las obligaciones tributarias, incluida la del Impuesto a la Renta 
vinculada a precios de transferencia, deben ser determinadas en moneda 
nacional, salvo excepciones en las que no se encuentra la recurrente.  
 
El Tribunal Fiscal concluyó que las empresas preparan y presentan sus estados 
financieros de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados, 
como la NIC 21, que establece que la moneda funcional es la que refleja el entorno 
económico principal en el que operan las empresas. En ese sentido, toda vez que 
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las normas de precios de transferencia buscan establecer que el valor de 
transacciones entre partes vinculadas corresponda al valor de transacciones entre 
partes independientes en condiciones iguales o similares, la información financiera 
a partir de la cual se construirá el indicador de rentabilidad para la aplicación del 
MMNT deberá reflejar en mayor medida la realidad económica de las 
transacciones analizadas, siendo que para tal efecto resulta apropiado utilizar la 
información financiera que proporcionen los estados financieros expresados con 
la moneda funcional, al ser esta la que corresponde al entorno económico principal 
en el que operan las empresas. 
 
Agrega que en esa línea se encuentra el artículo 111 del reglamento de la LIR, 
según el cual no se requerirá conversión a moneda local a efectos de determinar 
los márgenes o ratios correspondientes, toda vez que dicha norma reconoce que 
tales márgenes o ratios, en aplicación de los métodos de reventa, costo 
incrementado, partición de utilidades, residual de partición de utilidades y MNT, 
pueden obtenerse de estados financieros expresados en una moneda distinta de 
la moneda local. 
 
De igual forma, hace referencia al último párrafo del artículo 113 del reglamento 
de la LIR, que establece que para efecto de la aplicación del método de valoración 
más apropiado, los conceptos de costo de bienes y servicios, costo de producción, 
utilidad bruta, gastos y activos se determinarán con base a lo dispuesto en las 
NIC, siempre que no se opongan a la LIR.  
 
Respecto al numeral 4 del artículo 87 del Código Tributario, señala que su finalidad 
es distinta a la de las normas de precios de transferencia, cuyo propósito es 
establecer que el valor de transacciones entre vinculadas corresponda al que 
habría sido fijado entre partes independientes, las cuales han previsto que se 
tengan en cuenta aquellos elementos o circunstancias que reflejen en mayor 
medida la realidad económica de las transacciones. 
 
Atendiendo a dicho propósito y, en particular, para la aplicación del MMNT, el 
Tribunal Fiscal concluyó que resulta apropiado utilizar la información financiera 
que proporcionen los estados financieros expresados en moneda funcional, toda 
vez que dicha moneda refleja el entorno económico principal en el que operan las 
empresas. En el mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Fiscal en la RTF 
Nro. 11932-1-2019. 
 
Por lo expuesto, el Tribunal Fiscal concluyó que el reparo no fue formulado con 
arreglo a ley. 
 

1.12 Aplicación del PCNC en la comercialización de oro fino (RTF Nro. 04313-9-
2021) 
 
En el caso analizado, la recurrente era una empresa cuya actividad económica 
principal era la exploración, explotación, precipitación y refinación de oro, siendo 
que la mayor parte del metal refinado era transferido al cliente ubicado en Panamá. 
Por tanto, la transacción analizada era la “exportación o venta de oro fino a una 
empresa panameña”. Para el análisis de precios de transferencia la recurrente 
aplicó el método del MNT en base a comparables externos. Por su parte, la 
SUNAT aplicó el PCNC y seleccionó comparables externos.  
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La recurrente señaló que la SUNAT, al seleccionar el PCNC, no realizó una 
comparación de precios ni efectuó ajuste alguno a las diferencias por tipos de 
producto o por términos contractuales, elementos funcionales o económicos, no 
habiendo cumplido con los parámetros de comparabilidad. Además, que las 
comparables seleccionadas por SUNAT no eran idóneas por cuando una 
comercializa oro Doré, otra tiene como país de destino Italia y no Canadá, y otra 
se encuentra acogida a un régimen aduanero de reposición de mercancías en 
franquicia arancelaria. 
 
El Tribunal Fiscal centró la controversia en determinar si se había efectuado una 
correcta aplicación del PCNC. El Tribunal advirtió que el procedimiento seguido 
por la SUNAT estuvo orientado solamente a establecer la metodología de fijación 
de precios, cuyo precio es determinado entre una fecha de embarque y una fecha 
de liquidación, esto es, en hallar aquel factor o condición referido a la “fecha de 
fijación de precio” o “periodo de cotización” de mercado, y no estuvo dirigido 
propiamente a comparar el precio pactado entre partes independientes 
(transacciones comparables) con el precio pactado entre la recurrente y la 
compradora panameña (transacción analizada). De esta manera, la focalización 
de la SUNAT en obtener el periodo de cotización que el mercado toma para 
establecer los precios en sus operaciones de venta de oro y la frecuencia con la 
que terceros fijaron los precios en dicho periodo, la llevó a dejar de lado otros 
criterios o condiciones que determinan el precio del bien, tales como el tipo de 
bien exportado, la aplicación de descuentos en la determinación del precio de 
venta (términos contractuales) y el tipo de cotización o mercado internacional de 
referencia.  
 
Así, la SUNAT comparó el precio de la operación vinculada con el mismo precio 
de la operación vinculada efectuando solo un ajuste o modificación en uno de los 
factores o condiciones de dicha operación vinculada. Ello, a criterio el Tribunal 
Fiscal implicó una distorsión del PCNC en su aplicación. 
 
Agrega el Tribunal que el análisis de precios de transferencia en el marco del 
método de PCNC, tal como lo establece la LIR y las Guías OCDE, debe realizarse 
sobre el precio o monto de las contraprestaciones de las transacciones y no sólo 
sobre una condición o factor que influya en la determinación de dicho precio o 
monto facturado, como lo es la fecha o periodo para determinar el valor de 
cotización de los bienes, considerando que el anotado método consiste en 
comparar el precio o monto de la contraprestación de una operación entre partes 
vinculadas o hacia países de baja o nula imposición, con el precio o monto la 
contraprestación de una operación entre partes independientes, en condiciones 
iguales o similares.  
 

1.13 Sobre la aplicación de “Otros métodos” en periodos anteriores al 2017: 
valorización de cesión de posición contractual  (RTF Nro. 01604-1-2023) 
 
En el caso analizado, la recurrente cedió su posición contractual en un contrato 
de servicios, a favor de su vinculada domiciliada en Suiza. Al respecto, la SUNAT 
consideró que a efectos de determinar el valor razonable del intangible vendido 
(posición contractual con traslado de fuerza laboral) correspondía aplicar la 
metodología financiera Multiperiod Excess Earning Method - MPEEM a la cesión 
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de posición contractual incluyendo el traslado de la fuerza laboral. Ante ello, la 
recurrente argumentó que la metodología utilizada por la Administración no estaba 
prevista en la Ley en el ejercicio fiscalizado (2014). 
 
El Tribunal Fiscal señaló que a través del anotado inciso e) del artículo 32-A, 
vigente en el 2014, se contempló la utilización de seis métodos internacionalmente 
aceptados, debiendo analizarse si la citada norma prevé que la referida 
determinación se efectúe únicamente sobre la base de los mencionados seis 
métodos o si, por el contrario, aprueba la aplicación de otra metodología no 
descrita en esta, a fin de comprobar si en la determinación del valor de mercado 
para la cuantificación del reparo, en el que se ha aplicado la metodología MPEEM, 
se ha observado la normativa de precios de transferencia vigente en el periodo 
acotado. 
 
Luego de revisar los alcances del Decreto Legislativo 945 y del Decreto Legislativo 
1312 (vigente desde el 2017), el Tribunal Fiscal concluyó que, “a partir de una 
interpretación histórica de las normas tributarias que rigen la temática de precios 
de transferencia en nuestro país, se colige que el propósito del inciso e) del artículo 
32-A de la Ley del Impuesto a la Renta fue señalar de forma expresa y taxativa 
los métodos que podían ser utilizados en la determinación de los precios de 
transferencia, siendo que es recién con la modificación incorporada por el Decreto 
Legislativo N° 1312 que se permitió la utilización de «otros métodos» de valoración 
distintos a los seis métodos internacionalmente aceptados que se encontraban 
específicamente mencionados en el aludido inciso, utilización que, sin embargo, 
estaba condicionada a lo que estableciera el Reglamento de la Ley del Impuesto 
a la Renta sobre el particular; no obstante, de la verificación del citado reglamento 
se aprecia que a la fecha no se han establecido las disposiciones que desarrollen 
el contenido del mencionado numeral 7, por lo que no resulta posible el uso de 
«otros métodos»”. En ese sentido, concluyó que, en el periodo acotado, dentro de 
los métodos de precios de transferencia, no se encontraba el método aplicado por 
la Administración en su análisis de precios de transferencia. 
 
Agrega que si bien es posible el uso de técnicas de valorización presentadas en 
la teoría financiera (amparada en la Norma IX del Título Preliminar del Código 
Tributario), tales como el MPEEM y que en virtud del artículo 113 del citado 
reglamento se debe utilizar el método de valoración que resulte más apropiado 
para reflejar la realidad económica de la operación la Norma IX del Título 
Preliminar del Código no habilita a la Administración el uso de la doctrina financiera 
para sustentar la aplicación de una nueva metodología para la determinación del 
valor de mercado para fines tributarios, más aún cuando esto no se expresa en la 
normativa de precios de transferencia, es decir, en el artículo 113 del reglamento, 
el cual regula el método de valoración más apropiado. 
 
Por lo expuesto, el Tribunal Fiscal concluyó que no estaba acreditado que la 
Administración haya efectuado un análisis de acuerdo con la normativa de precios 
de transferencia, según lo establecido por el inciso e) del artículo 32-A de la Ley 
de Impuesto a la Renta vigente en el caso en autos, por lo que el reparo no se 
encuentra debidamente sustentado. 

 
1.14 Sobre la aplicación de “Otros métodos” en periodos anteriores al 2017 (RTF 

Nro. 02430-3-2022) 
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En el caso analizado, se fiscalizó el Impuesto a la Renta de No Domiciliados del 
2014 de la recurrente (responsable solidaria), en el cual SUNAT reparó el valor 
asignado a la venta de acciones realizada entre dos empresas vinculadas por 
estar subvaluado. El precio de venta fue determinado por la vendedora en base a 
la técnica de valorización de Flujo de Caja Descontado (FCD).  
 
La SUNAT estuvo de acuerdo con la técnica de valorización de Flujo de Caja 
Descontado, efectuando observaciones a ciertos elementos involucrados en la 
valorización: (i) que el periodo de proyección de 37 años utilizado en la 
valorización de la vendedora es poco razonable y fiable, procediendo a ajustarlo 
a 9 años, ya que a mayor plazo, mayor incertidumbre; (ii) que el periodo para 
realizar la proyección financiera debería ser 2014-2022 y no 2014-2050, ya que a 
mayor plazo, mayor incertidumbre; (iii) que se debe reducir la muestra de 
empresas comparables de 17 a 6; (iv) que no debían realizarse ajustes al valor de 
mercado de los proyectos mineros por riesgos ambientales y sociales, ya que las 
comparables también enfrentarían riesgos similares; (v) la tasa de descuento; (vi) 
la tasa de crecimiento; entre otros. 
 
El Tribunal Fiscal señaló que la SUNAT no aplicó correctamente el método del 
PCNC pues no se advierte que haya estimado el reparo como resultado de utilizar 
comparables con la operación sujeta a análisis, sino únicamente que tomó la 
metodología del FCD, aplicada por la recurrente, y cuestionó ciertos elementos 
específicos empleados al determinar el valor patrimonial, sustentándose 
principalmente en postulados de doctrina financiera. Así, para el Tribunal Fiscal, 
el método utilizado por la SUNAT para determinar el valor de mercado, fue el 
mismo que la recurrente: el FCD. 
 
De forma similar a lo indicado en la RTF Nro. 01604-1-2023 antes comentada, el 
Tribunal Fiscal señaló que es recién con la modificación incorporada por el Decreto 
Legislativo Nro. 1312 que se permitió la utilización de “otros métodos” de 
valoración distintos a los seis métodos internacionalmente aceptados. En ese 
sentido, concluyó que en el periodo acotado la Administración no estaba habilitada 
a usar la doctrina financiera para sustentar la aplicación de una nueva metodología 
para la determinación del valor de mercado para fines tributarios. Por ello, levantó 
el reparo de precios de transferencia. 
 

1.15 Aplicación de “Otros métodos” está sujeta a reglamentación (RTF Nro. 
08865-3-2022) 

 
En el caso analizado, Yara Holding, una accionista no domiciliada de la recurrente 
(Yara Perú) transfirió participaciones representativas del 6.02% de su capital 
social a su vinculada, también no domiciliada. Ambas, transferente y adquirente, 
están constituidas en España y son subsidiarias de una matriz con residencia en 
Noruega. Al respecto, la SUNAT aplicó la técnica de Flujo de Casa Descontado 
(FCD) para establecer el valor de mercado en la transferencia de las 
participaciones de la recurrente, determinando una retención omitida por el 
periodo junio de 2017. Por su parte, la recurrente alega que la SUNAT incrementó 
el valor de las participaciones en base a modificaciones de los criterios empleados 
para determinarlo al disminuir la tasa de descuento como resultado de desconocer 
la prima de riesgo por tamaño, reducir el costo de la deuda y modificar la estructura 
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deuda / capital; además, de incrementar la tasa de crecimiento por perpetuidad y 
determinar el valor de mercado de inversiones que tenía en su subsidiaria en 
Bolivia corresponde a su valor patrimonial, los cuales no tienen sustento técnico.  
 
El Tribunal Fiscal inició su análisis indicando que, a través del inciso e) del artículo 
32-A de la LIR, vigente en el 2017, se contempló la utilización de seis métodos 
internacionalmente aceptados, por lo que es necesario analizar si la citada norma 
prevé que la referida determinación se efectúe únicamente sobre la base de los 
mencionados seis métodos o si, por el contrario, aprueba la aplicación de otra 
metodología no descrita en esta, a fin de comprobar si en la determinación del 
valor de mercado para la cuantificación del reparo, en el que se ha aplicado la 
metodología de FCD, se ha observado la normativa de precios de transferencia 
vigente en el periodo acotado. 
 
El órgano colegiado concluyó que, en el periodo acotado, dentro de los métodos 
de precios de transferencia, no se encontraba la metodología de FCD, debido a 
que, luego de revisar los alcances del Decreto Legislativo 945 y del Decreto 
Legislativo 1312 (vigente desde el 2017), en base una interpretación histórica, el 
Tribunal Fiscal estableció que recién a partir de la modificatoria del inciso e) del 
artículo 32-A de la LIR, aprobada por el Decreto Legislativo Nro. 1312, se 
incorporó de manera expresa la utilización de “otros métodos” diferentes a los seis 
métodos internacionalmente aceptados. Sin embargo, la utilización de “otros 
métodos" se encontraba “condicionada a lo que estableciera el Reglamento de la 
Ley del Impuesto a la Renta sobre el particular; no obstante, de la verificación del 
citado reglamento se aprecia que a la fecha no se han establecido las 
disposiciones que desarrollen el contenido del mencionado numeral 7, por lo que 
no resulta posible el uso de «otros métodos»” (énfasis agregado).  
 
Asimismo, el Tribunal Fiscal precisó que la técnica del FCD no puede considerarse 
incluido en el método del precio comparable no controlado (PCNC), como 
argumentó la SUNAT, pues dicho método implica establecer una operación 
comparable, lo cual no ocurre en la metodología de FCD utilizada por la SUNAT. 
 
Agrega que si bien es posible el uso de técnicas de valorización presentadas en 
la teoría financiera (amparada en la Norma IX del Título Preliminar del Código 
Tributario), tales como el FCD y que en virtud del artículo 113 del citado 
reglamento se debe utilizar el método de valoración que resulte más apropiado 
para reflejar la realidad económica de la operación, la Norma IX del Título 
Preliminar del Código no habilita a la Administración el uso de la doctrina financiera 
para sustentar la aplicación de una nueva metodología para la determinación del 
valor de mercado para fines tributarios, más aún cuando esto no se expresa en la 
normativa de precios de transferencia, es decir, en el artículo 113 del reglamento, 
el cual regula el método de valoración más apropiado. Asimismo, señala que la 
remisión a las directrices de la OCDE prevista en el inciso h) del artículo 32-A de 
la LIR para la interpretación de las normas de precios de transferencias no habilita 
a que, vía interpretación, se apliquen otros métodos de valoración distintos a los 
previstos en la norma. 
 
En consecuencia, el Tribunal Fiscal concluyó que no estaba acreditado que la 
Administración haya efectuado un análisis de acuerdo con la normativa de precios 
de transferencia, según lo establecido por el inciso e) del artículo 32-A de la Ley 
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de Impuesto a la Renta vigente en el caso en autos, por lo que el reparo no se 
encuentra debidamente sustentado. 

 

SERVICIOS INTRAGRUPO 

 
1.16 Sobre la deducción de servicios de bajo valor añadido entre vinculadas 

(RTF Nro. 01428-1-2023) 

En el caso materia de controversia, la recurrente contrató servicios administrativos 
de su vinculada que comprendieron servicios de administración, tesorería, 
recursos humanos y comunicaciones, finanzas y contabilidad, tecnologías de la 
información e impuestos. El precio por los servicios fue un margen de utilidad de 
8% sobre los costos y gastos incurridos por la prestadora vinculada.  
 
La SUNAT calificó los servicios como de “bajo valor añadido”, en la medida que 
tuvieron carácter auxiliar o de apoyo, lo cual no fue controvertido por la recurrente. 
En ese sentido, reparó el importe que excedía de aplicar el 5% de margen de 
utilidad sobre los costos y gastos de la prestadora. Es decir, solo consideró como 
deducible el importe resultante de aplicar el margen de utilidad de 5% sobre los 
costos y gastos, en aplicación del inciso i) del artículo 32-A de la LIR. 
 
El Tribunal Fiscal concluyó que en el caso de transacciones entre vinculadas 
consideradas como servicios de bajo valor añadido, la deducción del costo o gasto 
por el servicio recibido está limitada a la sumatoria de los costos y gastos 
incurridos por el prestados del servicio, así como su margen de ganancia, el cual 
no puede exceder el 5% de tales costos y gastos, de manera que la recurrente no 
podía deducir como costo o gasto la totalidad de la retribución pagada a su 
vinculada, ya que incluyó un margen de ganancia del 8% de los costos y gastos 
incurridos, siendo el límite el 5%, no siendo deducible el exceso pagado por la 
recurrente.  

 
 

***** 
 
Agradeceremos que cualquier duda o comentario que surjan con relación al contenido 

de este boletín, nos las hagan llegar a: smunoz@gydabogados.com. 
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